
UNA PREOCUPACIÓN
La protesta social no puede ser penalizada como terrorismo

   Ha suscitado intensa preocupación en el seno de los movimientos sociales
y, en especial, en las organizaciones sindicales, las últimas interpretaciones
realizadas por algunos Juzgados y Tribunales, y especialmente el Auto del
Tribunal Supremo de fecha 29 de febrero de 2024, sobre el alcance del
delito de terrorismo en nuestro Código Penal, que lo han interpretado de la
manera más expansiva y menos proporcional de los tipos penales.

   España es un país que ha sufrido durante decenios la lacra criminal de
diversos tipos de terrorismo y conoce muy bien su origen, su tipología y sus
consecuencias. Desgraciadamente nos ha acompañado durante el periodo
democrático y ha consistido en tiro en la nuca, bombas y explosiones, entre
otras, por parte de miembros de bandas o grupos terroristas establecidos
con el propósito de alcanzar objetivos políticos mediante la siembra del
terror en la población. ETA y GRAPO fueron precisamente eso. 

   Es cierto que ha aparecido un terrorismo nuevo, de naturaleza yihadista
con objetivos de venganza y orientación político-religiosa. El 11M fue su
ejemplo y estos hechos acaecidos en otros países europeos han obligado a
la Unión Europea a actuar. En estos casos lo que fundamenta la gravedad
de las penas, las restricciones de derechos y la intervención preventiva es
que esos hechos sólo se pueden realizar gracias a la red terrorista, a la
organización, ya sea al modo tradicional o en las variantes de los llamados
lobos solitarios. 
 
   Nada más alejado de nuestra intención que el debilitar los instrumentos
materiales o jurídicos necesarios para hacerlos frente. Pero precisamente
por eso creemos que una interpretación extensiva, imprecisa o carente de
rigor puede conducir a una aplicación que acabe dañando derechos
fundamentales que deben ser protegidos.

   La Unión Europea ha ido adaptando los criterios y su aplicación a los
nuevos fenómenos, pero en ningún momento, ni en las Decisiones Marco
(2002/475/JAI y 2008/919/JAI) ni en la Directiva última (2017/541), se ha
modificado lo que es esencial del terrorismo, que son precisamente los
delitos aptos para generar terror en la población.



   En España, que ha sufrido una larga dictadura y tiene en democracia una
dilatada tradición en el ejercicio de derechos fundamentales, de reunión, de
manifestación y de huelga, con participaciones masivas, entendemos que
es esencial el rigor en la tipificación de estos delitos. Por la sencilla razón de
que en ese tipo de acciones masivas pueden producirse, por parte de
minorías, excesos con altercados que alcancen cierto grado de violencia y,
en consecuencia, conviene distinguir, con total precisión, lo que son
desórdenes públicos, agravados o no, de los que pueden ser calificados de
terrorismo. Esta imprescindible distinción no está suficientemente clara en
nuestro vigente Código Penal, a tenor de las últimas interpretaciones
conocidas. Por ello entendemos conveniente que se aborde la reforma del
delito de terrorismo en el sentido en que está recogido en la normativa
europea más reciente.

   Lo que nos preocupa es la interpretación realizada por el titular del
Juzgado Central de Instrucción nº6 de la Audiencia Nacional y
posteriormente por el Tribunal Supremo en el Auto de fecha 29 de febrero
de 2024, que han aplicado la reforma del delito de terrorismo, en nuestro
Código Penal del año 2015, del modo más expansivo, de manera tal que si
esa interpretación no se evita se podría terminar aplicando la calificación de
terrorismo a las tractoradas de los agricultores, a los bloqueos de las
carreteras por transportistas organizados y, naturalmente, también a los
trabajadores en sus acciones de huelga y manifestación, a pesar de
realizarse en el ejercicio de un derecho fundamental.
 
 
   Del contraste entre la definición de terrorismo en las Decisiones Marco y
en la Directiva Comunitaria del año 2017 y la formulación del Código Penal
en su reforma del año 2015, se deduce que este ha sobrepasado la
identificación de delitos susceptibles de constituir terrorismo según las
Decisiones Marco y en la Directiva Europea, extendiendo la definición del
delito de terrorismo de forma tan amplia en cuanto a los tipos delictivos y
sus finalidades  que comporta una aplicación del Código Penal fuera de
toda proporción en todo aquello que se refiere a conductas propias de la
protesta social y no del terrorismo.
 
   Por todas las razones expuestas, instamos a los grupos parlamentarios a
proceder a una reforma del artículo 573 del Código Penal que vuelva a
definir el delito de terrorismo como lo que efectivamente es, según la
normativa europea.
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